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PRIMERA SALA UNITARIA. 

 EXP: 111/2020/1

RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTOR: *********.*********
AUTORIDAD DEMANDADA:

COMISIÓN ESTATAL DE GARANTÍA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ.
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. ERICK BEN HUR HERNÁNDEZ GONZÁLEZ.
San Luis Potosí, S.L.P., a veinte de octubre de dos mil veinte.  


V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso  Administrativo número 111/2020/1, y;
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el veintiocho de enero de dos mil veinte, compareció el C. *********, por propio derecho, para demandar la nulidad de la resolución de *********, emitida por el Pleno de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, mediante la cual se resuelve aplicar una medida de apremio al hoy actor, consistente en una multa por la cantidad de $*********.

II.- Por acuerdo de veintinueve de enero de dos mil veinte, se admitió a trámite la demanda, y una vez substanciado el procedimiento en cada una de sus etapas, se fijaron las doce horas del día once de septiembre de dos mil veinte, para que tuviera verificativo la Audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

III.- En la fecha y hora anotadas, dio inicio la Audiencia de Ley en este juicio, con la presencia del Licenciado *********, autorizado de la parte actora y sin la asistencia de delegado alguno de las autoridades demandadas; en el desarrollo de la audiencia se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas se tuvieron por desahogadas las pruebas dada su propia y especial naturaleza, que fueron ofrecidas en tiempo y forma por las partes, después se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se certificó que únicamente la parte actora formuló alegatos, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa. Finalmente, se citó para resolver.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º, fracción V, 9°, fracción III, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades estatales, donde se ejerce jurisdicción, mediante la imposición de una multa por infracciones a las normas administrativas estatales.
SEGUNDO.- La existencia de la resolución impugnada queda plenamente demostrada con el documento que corre agregado a folios 020 al 031 de este expediente, mismo que adquiere valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que de conformidad con lo establecido en el artículo 91 del citado Código, se trata de un documento público.
TERCERO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar de oficio la personalidad y legitimación de los comparecientes en este juicio.

La personalidad de la parte actora no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por propio derecho *********.
Asimismo, tomando en cuenta que la resolución impugnada se encuentra directamente dirigida al C. *********, mediante la cual el Pleno de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, le impone una multa como medida de apremio, es innegable que cuenta con interés jurídico y por ende, con legitimación para demandar en el presente juicio.

De igual forma, la personalidad y legitimación de la parte demandada, se encuentra debidamente acreditada en este Tribunal, al comparecer a juicio la C. *********, en su carácter de Presidenta de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, autoridad demandada en el presente juicio, quien para acreditar la calidad con que comparece, en términos de lo previsto en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibió copia certificada del ejemplar del Periódico Oficial del Gobierno del Estado “Plan de San Luis Potosí”, de fecha de publicación 29 de junio de 2018, de cuyo contenido se desprende el Decreto 0991, por medio del cual se eligió a la compareciente como Presidenta de dicha Comisión y que se encuentra visible a folios 048 al 050 del expediente en que se actúa.

Las documentales anteriormente referidas hacen prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72, fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

A juicio de la Primera Sala Unitaria, en la especie no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que deban ser atendidas o examinadas de oficio, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito inicial de demanda, se localizan a folios 04 al 014 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización, rubro y contenido, se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

Asimismo, resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; Novena Época, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, Apéndice 2000, Página 414, que a la letra dice:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. ...”

SEXTO.- En el Primer concepto de impugnación del escrito de demanda, el actor sostiene que la resolución impugnada, es ilegal, toda vez que es violatoria de los derechos fundamentales de certeza y seguridad jurídica, consagrados en los artículos 1°, 14, 16 y 17 de la Constitución Federal, en relación con los diversos 189, 190 y 192 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, ya que la autoridad demandada en el resolutivo único de la resolución que combate, aplica como medida de apremio la multa máxima establecida en la fracción II del artículo 190 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, tomando como base una “operación aritmética” o “tabla de porcentajes” que cita; sin embargo, jamás observó los elementos que se establecen en el diverso 189 de la citada Ley, no obstante dicha determinación debe ser el resultado del estudio de cada uno de dichos elementos.
Lo anterior es así, pues aduce el impetrante que la autoridad demandada, primero fija su criterio respecto de cómo se debe aplicar la multa, tal y como lo señaló en la “tabla de porcentajes” y que justificó con una “operación aritmética”, y posteriormente, entró al estudio de los elementos que debe valorar establecidos en el artículo 189 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
Asimismo, respecto de los elementos de individualización en la resolución controvertida, afirma el demandante que: 
· Con relación a la fracción I del multicitado artículo 189, el hecho de que se haya considerado como falta grave la omisión absoluta de cumplir con lo pedido en el oficio CEGAIP-0665/2018, sin que exista reincidencia, resulta totalmente desproporcionada la aplicación de la multa; 
· Con relación a la fracción II, la autoridad valoró el referido elemento de manera somera, empero, se debe analizar de manera pormenorizada cada uno de los mismos; 
· Con relación a la fracción III, es errónea y violatoria de derechos fundamentales, pues la misma Comisión demandada, reconoce que no advierte que el sujeto obligado haya obtenido un beneficio; y
· Con relación a las fracciones IV, V, VI y VII del artículo 189 en cita, reconoce que no tiene los elementos suficientes para acreditar los mismos, incluso omitió hacer el estudio correspondiente del elemento contemplado en la fracción VIII.
Por lo anterior, considera el accionante que no puede darse por satisfecho los requisitos previstos en los artículos 189 y 190 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.

En el Segundo concepto de anulación, el actor arguye sustancialmente que con la emisión de la resolución impugnada, se transgreden los principios del debido proceso y certeza jurídica, toda vez que para aplicar las medidas de apremio previstas en el artículo 190 de la Ley de la materia, la autoridad debe apercibir al obligado con la aplicación de aquéllas en caso de no dar cumplimiento; empero, como se aprecia de los oficios ********* y *********, la Comisión demandada omitió realizar la advertencia que debe hacer toda autoridad cuando pretenda hacer efectivo una medida de apremio. Por tanto, afirma el impetrante que la autoridad demandada omitió hacerle el apercibimiento correspondiente, así como señalarle las consecuencias respectivas ante el incumplimiento, por lo que incurre en una violación a sus derechos humanos.
Por su parte, la autoridad demandada al formular su contestación de demanda, sostiene la legalidad y validez de la resolución impugnada.

Una vez analizados los conceptos de impugnación antes precisados, esta Primera Sala Unitaria considera que los mismos son parcialmente fundados y suficientes, para decretar la nulidad de la resolución impugnada, de conformidad con lo siguiente:

Cabe precisar, que el actor no combate la comisión de la conducta infractora atribuida en la resolución impugnada, consistente en el hecho de que no dio cumplimiento al requerimiento formulado por la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, mediante el oficio número ********* de 23 de agosto de 2018; en consecuencia, ha quedado firme en esa parte la resolución al haber sido consentida por el impetrante.
Ahora bien, en cuanto a la afirmación del impetrante en el sentido de que la autoridad demandada, omitió hacerle el apercibimiento correspondiente, así como señalarle las consecuencias respectivas ante el incumplimiento de lo solicitado por dicha Comisión; a consideración de esta Primera Sala Unitaria es infundado.

Lo anterior es así, pues tomando en consideración que el apercibimiento es una prevención especial de la autoridad hacia la persona a quien va dirigido el mandamiento, que especifica un hacer o dejar de hacer algo que debe cumplirse, y que se concreta en una advertencia conminatoria respecto de una sanción que se puede aplicar en caso de incumplimiento, en el oficio número ********* de 23 de agosto de 2018, que corre agregado en autos a folios 016 y 017, mismo que adquiere valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que de conformidad con lo establecido en el diverso 91 del citado Código, se trata de un documento público, se consignó, en la parte conducente, lo siguiente:
“…una vez que se realizó la segunda revisión, esta Comisión hace de su conocimiento el resultado de la misma; de tal manera que la institución que usted dirige obtuvo un porcentaje de 0% sobre la información cualitativa que aparece publicada en los formatos que se cargan en la Plataforma Estatal de Transparencia, del mes de diciembre del 2017.
En este tenor, y derivado de que el porcentaje mínimo aprobatorio es de 80%, se requiere para que, en un plazo no mayor de 5 días hábiles, subsane las inconsistencias detectadas en la verificación, debiendo informar a esta Comisión el cumplimiento al presente requerimiento, dentro del plazo mencionado.

Una vez fenecido el plazo señalado, esta Comisión verificará el cumplimiento a tal requerimiento, para lo cual se considerará cumplido únicamente si obtiene resultado superior al 80% de cumplimiento, para lo cual emitirá el acuerdo de conocimiento.

En caso, de que no se diera cumplimiento al requerimiento realizado, se le apercibe que dicho resultado será turnado al Pleno de esta Comisión para que determine si en el caso, aplicar las medidas de apremio o sanciones establecidas en la Ley de Transparencia del Estado de San Luis Potosí.

(…)”
(Énfasis añadido)

Como puede verse, contrario a lo manifestado por el impetrante, la autoridad demandada sí realizó el apercibimiento correspondiente al hoy actor, señalándole incluso la consecuencia inherente, es decir, lo apercibió de que en caso de no dar cumplimiento con tal requerimiento, el resultado sería turnado al Pleno de dicha Comisión, para determinar, en su caso, la aplicación de las medidas de apremio o sanciones correspondientes; de ahí que no le asista la razón al impetrante en el argumento en estudio.
Sirve de apoyo a lo anterior, por analogía y en la parte conducente, la Jurisprudencia 1a./J. 20/2001, emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIII, Junio de 2001, Página: 122, cuyo rubro es: “MEDIDAS DE APREMIO. EL APERCIBIMIENTO ES UN REQUISITO MÍNIMO QUE DEBE REUNIR EL MANDAMIENTO DE AUTORIDAD PARA QUE SEA LEGAL LA APLICACIÓN DE AQUÉLLAS (LEGISLACIONES DEL DISTRITO FEDERAL Y DE LOS ESTADOS DE NUEVO LEÓN Y CHIAPAS).” 

Por otra parte, se colige de la causa de pedir del actor en el primer concepto de anulación, que la resolución impugnada es ilegal, en virtud de que la autoridad demandada para aplicar como medida de apremio la multa máxima establecida en la fracción II del artículo 190 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, tomo en consideración su propio criterio, con base en una “operación aritmética” o “tabla de porcentajes”, sin observar los elementos que se establecen para tal efecto en el diverso 189 de la Ley citada, no obstante dicha determinación debió sustentarse en los elementos de individualización que contiene dicho precepto; lo que a consideración de esta Primera Sala Unitaria, es sustancialmente fundado.
Para tal efecto, conviene destacar el contenido de los artículos de referencia del tenor siguiente:

“ARTICULO 189. Las medidas de apremio y sanciones se impondrán tomando en cuenta los siguientes elementos: 

I. La gravedad de la responsabilidad en que se incurra; 

II. La conveniencia de suprimir prácticas que infrinjan, en cualquier forma, las disposiciones de esta Ley y las que se dicten con base en ella, o cualquiera otra que rija el correcto desempeño del servidor público en materia de transparencia; 

III. El beneficio de los sujetos obligados, daño o perjuicio al derecho humano de acceso a la información, derivado del incumplimiento de las obligaciones; 

IV. Las circunstancias socioeconómicas del servidor público;

V. El nivel jerárquico y los antecedentes del infractor; 

VI. La antigüedad en el servicio; 

VII. La reincidencia en el incumplimiento de sus obligaciones, y 

VIII. En su caso, las condiciones exteriores y los medios de ejecución de la falta. 

Para los efectos de esta Ley, se considerará reincidente al servidor público que habiendo sido declarado responsable del incumplimiento de alguna de las obligaciones en materia de transparencia a que se refiere el artículo 197 del presente Ordenamiento, incurra nuevamente en una o varias conductas infractoras a dicho precepto legal, siempre que entre aquella declaración de responsabilidad y ésta o estas nuevas conductas no haya transcurrido un período de tres años. 

En caso de reincidencia, la CEGAIP podrá imponer una multa equivalente hasta el doble de la que se hubiera determinado por el órgano garante. 

Tratándose de entidades públicas, el servidor público que reiteradamente incurra en cualquiera de las conductas previstas en el artículo 197 de esta Ley, además de la sanción correspondiente por cada violación, será sancionado con destitución de su cargo, e inhabilitación para el ejercicio de otros puestos de servicio público, hasta por quince años, previo procedimiento que promueva la CEGAIP, conforme a la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, ante la entidad pública competente.”

“ARTÍCULO 190. La CEGAIP, en el ámbito de su competencia, podrá imponer al servidor público encargado de cumplir con la resolución, o a los miembros de los sindicatos, partidos políticos o a la persona física o moral responsable, las siguientes medidas de apremio para asegurar el cumplimiento de sus determinaciones: 

I. Amonestación pública o privada, y 

II. Multa, de ciento cincuenta hasta mil quinientas veces la unidad de medida y actualización vigente. 

El incumplimiento de los sujetos obligados será difundido en el portal de obligaciones de transparencia de la CEGAIP y considerados en las evaluaciones que realicen éstos. 

En caso de que el incumplimiento de las determinaciones de la CEGAIP implique la presunta comisión de un delito o una de las conductas señaladas en el artículo 197 de esta Ley, ésta deberá denunciar los hechos ante la autoridadcompetente. 

Las medidas de apremio de carácter económico no podrán ser cubiertas con recursos públicos.”

(Énfasis añadido)

De la anterior transcripción, se desprende que la Comisión demandada para hacer cumplir sus determinaciones, dispone de los siguientes medios de apremio: (a) amonestación pública o privada y (b) multa de ciento cincuenta hasta mil quinientas veces la unidad de medida y actualización; y, que éstos deben imponerse tomando en cuenta los siguientes elementos: (i) la gravedad de la responsabilidad en que se incurra; (ii) la conveniencia de suprimir prácticas que infrinjan, en cualquier forma, las disposiciones de la ley de la materia y las que se dicten con base en ella, o cualquiera otra que rija el correcto desempeño del servidor público en materia de transparencia; (iii) el beneficio de los sujetos obligados, daño o perjuicio al derecho humano de acceso a la información, derivado del incumplimiento de las obligaciones; (iv) las circunstancias socioeconómicas del servidor público; (v) el nivel jerárquico y los antecedentes del infractor; (vi) La antigüedad en el servicio; y, (viii) las condiciones exteriores y los medios de ejecución de la falta. 

Ahora bien, en el caso que nos ocupa, en la parte relativa a la imposición de la medida de apremio, la resolución impugnada establece lo siguiente:

“SEGUNDO. Imposición de la de medida de apremio.

El artículo 190, fracción II, de la Ley de Transparencia, establece que la CEGAIP, en el ámbito de su competencia, podrá imponer al servidor público encargado de cumplir con la resolución, o a los miembros de los sindicatos, partidos políticos o a la persona física o moral responsable, la medida de apremio para asegurar el cumplimiento de sus determinaciones, entre otras, una multa de ciento cincuenta hasta mil quinientas veces la unidad de medida y actualización vigente, es decir, cuando se trata de la imposición de la multa, un mínimo y un máximo.

Así, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación a través de la jurisprudencia 2a./J. 127/991 localizable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, diciembre de 1999, tomo X, página 219, en materia administrativa ha definido que, cuando se trate de la aplicación de la medida mínima no amerita motivación.

(SE TRANSCRIBE)

En el caso, el lineamiento décimo segundo, inciso e), último párrafo de los lineamientos estatales para la difusión, disposición y evaluación de las obligaciones de transparencia comunes y específicas, refiere que el porcentaje mínimo de cumplimiento será de 80% ochenta por ciento.

Por ende, para la aplicación de las sanciones, este Pleno determina que es necesario establecer en la presente resolución los parámetros que se utilizan para determinar el monto de la multa a aplicar, por lo cual, debe de considerarse, como ya se vio, que el porcentaje mínimo de cumplimiento es del ochenta por ciento sobre la publicación de las obligaciones de transparencia, por lo tanto, ese porcentaje equivale a una calificación aprobatoria.

De ahí que en atención a los principios de certeza, imparcialidad, legalidad y objetividad previstos en el artículo 8°, fracciones I, III, V y VII en la aplicación de las medidas de apremio derivadas del cumplimiento a las obligaciones de transparencia, es de considerar aplicarlas de acuerdo con lo siguiente:

El porcentaje de cumplimiento debe de ser sobre 100% cien por ciento, de acuerdo al lineamiento citado, pero además, ese mismo lineamiento establece que el porcentaje mínimo es de 80% ochenta por ciento, lo que equivale a una calificación aprobatoria.

Así, si el porcentaje de aprobación es del 80% ochenta por ciento, sobre la 100% que es la máxima, nos arroja de que se trata de múltiplos de 20% veinte por ciento.

En virtud de lo expuesto, si dividimos 100% cien por ciento entre 20% veinte por ciento sabemos que el resultado es en 5 cinco partes y que el módulo es 0 cero, esto es, 100% cien por ciento entre 5 cinco partes, nos arroja como resultado múltiplos de 20% veinte por ciento.

De ahí que, si el porcentaje mínimo de cumplimiento de las obligaciones de transparencia es de 80% ochenta por ciento, dividido entre 4 cuatro partes, esto, continúa con resultados de múltiplos de 20% veinte por ciento.

Bajo lo anterior, si el rango mínimo de porcentaje de cumplimiento es de 80% ochenta por ciento —que equivale a una calificación aprobatoria— luego, de acuerdo a los montos de las multas —en cuanto a los rangos de ciento cincuenta hasta mil quinientas unidades de medida— se obtiene que, si se toma en cuenta que el monto mínimo de la multa —multa de ciento cincuenta unidades de medida— equivale del 61% sesenta y uno por ciento al 79.9% setenta y nueve por ciento y, por otro lado, el monto máximo de la multa —de mil quinientas unidades de medida— es de 0% cero por ciento a 20% veinte por ciento; y, por lo que toca a los montos intermedios, esto es, entre los montos mínimos y máximos de las multas relacionados con el porcentaje de cumplimiento, los montos de las multas se restan, o sea, mil quinientas unidades de medida —multa máxima— con ciento cincuenta unidades de medida —multa mínima— lo que nos da un resultado de mil trescientas cincuenta unidades de medida, dividida entre tres —porque el monto máximo y mínimo ya está establecido por el legislador y, aquí se trata del monto de la multa en los puntos intermedios— nos da un resultado de cuatrocientas cincuenta unidades de medida; luego, si el monto máximo de la multa es de mil quinientas unidades de medida —que de acuerdo a los múltiplos de veinte por ciento ya vistos es de cero por ciento a veinte por ciento— menos cuatrocientas cincuenta unidades de medida nos da un resultado de mil cincuenta unidades de medida para el porcentaje del veintiuno por ciento al cuarenta por ciento; luego, mil cincuenta unidades de medida menos cuatrocientas cincuenta unidades de medida no da un resultado seiscientas unidades de medida para el porcentaje del cuarenta y uno por ciento al sesenta por ciento de porcentaje de cumplimiento; y, finalmente seiscientas unidades de medida menos cuatrocientas cincuenta unidades nos arroja un resultado de ciento cincuenta unidades de medida, para el porcentaje del sesenta y uno por ciento al setenta y nueve punto nueve por ciento.

Lo anterior para quedar así:
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Por ello, la sanción de la multa a aplicar por parte de esta Comisión de Transparencia equivale al porcentaje de cumplimiento en múltiplos de veinte, en el entendido de que, entre menos porcentaje de cumplimiento sobre la publicación de las obligaciones de transparencia, mayor será la multa a aplicar.

Ahora, esta Comisión de Transparencia determina que impone a ********* como *********, la multa máxima prevista en el artículo 190, fracción II, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado que equivale a mil quinientas veces la unidad de medida y actualización vigente a la fecha de la infracción, en virtud de que de acuerdo a su porcentaje de cumplimiento es de O% cero por ciento.”
De la resolución de *********, transcrita anteriormente, se advierte que la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, estableció motu proprio los parámetros que utilizaría para determinar el monto de la multa a aplicar, para lo cual, consideró el porcentaje de cumplimiento sobre la publicación de las obligaciones de transparencia, con base en las diversas operaciones aritméticas que ahí se precisan.
En ese sentido, de acuerdo al porcentaje de cumplimiento en múltiplos de veinte y su equivalente en unidades de medida y actualización, dicha Comisión demandada determinó imponer al hoy actor, la multa máxima prevista en el artículo 190, fracción II, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, equivalente a mil quinientas veces la unidad de medida y actualización vigente a la fecha de la comisión de la infracción, de conformidad con el porcentaje del 0% de cumplimiento por parte del hoy demandante.
De esa guisa, como sustancialmente arguye el enjuiciante en sus motivos de inconformidad, es inconcuso que la autoridad demandada en la determinación de la medida de apremio que nos ocupa, consideró un parámetro propio, en contravención a lo dispuesto en el artículo 189 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, en virtud de que en éste se contienen los elementos para imponer las medidas de apremio y sanciones que corresponda aplicar a dicha Comisión, sin que se contemple el criterio establecido por la autoridad demandada para graduar el monto de la multa impuesta al impetrante; de ahí que incluso, no solo la autoridad demandada para la determinación del monto de la referida multa utilizó un criterio propio, sino que además, no consideró para tal efecto, los elementos de individualización previstos en el precepto legal en comento, por ende, contrario a lo expuesto en la resolución que se combate, la misma se contrapone a los principios de certeza y legalidad establecidos en las fracciones I y V del artículo 8° de la multicitada Ley de la materia, pues dichos principios consisten en otorgar seguridad y certidumbre jurídica a los particulares, de que las acciones de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí (CEGAIP), entre otras, son apegadas a derecho y se ajustan a las normas aplicables, respectivamente, lo cual en la especie no se actualiza.
Sin que sea óbice a lo anterior, también en la resolución impugnada se haya manifestado “…determinar las circunstancias de la omisión por parte del infractor en el cumplimiento total a lo ordenado…”, por esa Comisión de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 189 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, en relación con los puntos Séptimo y Octavo de los lineamientos que determinan el trámite interno para la aplicación de medidas de apremio establecidas en la Ley citada, así como se haya expresado que “…se procederá a realizar el análisis fracción por fracción para efecto de determinar la calificación de la medida de apremio en cuanto a sus elementos”; tal como consta a folios 024 al 031 del presente sumario.
Lo anterior, pues no obstante se hayan hecho diversas consideraciones respecto de los elementos previstos en el referido artículo 189 y sus correlativos lineamientos, lo cierto es, que como ya se dilucidó en párrafos precedentes, la graduación de la medida de apremio en cuestión, consistente en la multa máxima prevista en el artículo 190, fracción II, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, equivalente a mil quinientas veces la unidad de medida y actualización, fue con base en el parámetro formulado por la autoridad demandada de motu proprio, como se aprecia del considerando segundo de la resolución impugnada (Imposición de la de(sic) medida de apremio), anteriormente analizado y no así, conforme a los elementos expuestos en el diverso tercero, numeral 6 de la misma (Estudio de fondo de la imposición de la de(sic) medida de apremio – Calificación, imposición y aprobación de la medida de apremio), pues éstas últimas, como la propia autoridad las refiere, sólo fueron para determinar las circunstancias de la omisión por parte del infractor hoy actor, sin que se desprenda trasciendan a la graduación previamente determinada por ella misma.
En las relatadas consideraciones, esta Primera Sala Unitaria concluye que resulta procedente declarar la NULIDAD de la resolución de *********, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en virtud de que se ha justificado que la misma se encuentra indebidamente motivada, en contravención a los principios de certeza y legalidad establecidos en las fracciones I y V del artículo 8° de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, en relación con el diverso 189 de la propia Ley, actualizando la causal de ilegalidad prevista en la fracción II del artículo 250 del ordenamiento legal citado en primer orden.

En este sentido, para EFECTOS del artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con el fin de restituir al actor en el goce de los derechos que le fueron indebidamente afectados o desconocidos, se ordena a la autoridad demandada la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, una vez que cause estado esta sentencia definitiva, emita una nueva resolución en la que subsane las irregularidades cometidas en perjuicio del actor, sujetándose a las consideraciones del presente fallo, para lo cual deberá emitir un pronunciamiento debidamente motivado en cuanto a la determinación de la medida de apremio que corresponda, para lo cual deberá considerar para tal efecto, únicamente los elementos de individualización establecidos en el artículo 189 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí y los correlativos a los lineamientos que determinan el trámite interno para la aplicación de medidas de apremio establecidas en la citada Ley. 
Sirve de apoyo a lo anterior, la Jurisprudencia VII.2o.A.T. J/7, cuyos datos de localización, rubro y contenido, se reproducen a continuación:
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“MULTAS ADMINISTRATIVAS. LA INDEBIDA MOTIVACIÓN EN CUANTO AL MONTO IMPUESTO SÓLO GENERA LA NULIDAD PARA EFECTOS DE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA, SI SE RECONOCIÓ LA VALIDEZ DE LA DETERMINACIÓN DE LA CONDUCTA SANCIONADA. La circunstancia de que en la imposición de una multa administrativa no se hayan motivado debidamente los porcentajes que la autoridad demandada asignó respecto de cada uno de los elementos que tomó en cuenta para determinar el monto de la sanción, como son: la importancia del asunto, las condiciones del infractor, la conveniencia de eliminar prácticas tendientes a infringir, en cualquier forma, las disposiciones de la ley o las que se dicten con base en ella; la gravedad de la sanción, etcétera, no puede llevar a la declaratoria de nulidad lisa y llana de la resolución impugnada, pues la ilegalidad del actuar de la autoridad demandada sólo acontece respecto de la motivación del monto de la multa, lo que no puede afectar lo relativo a la actualización de la conducta que originó dicha sanción, ya que al no declararse la nulidad del actuar de la autoridad sancionadora respecto de las infracciones imputadas al afectado, dichas determinaciones subsisten; por ende, en esos casos debe declararse la nulidad para efectos de que la autoridad demandada emita una nueva resolución en la que motive debidamente el monto de la sanción impuesta.”
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO.

En virtud de todo lo anterior, esta Sala Juzgadora se abstiene de entrar al estudio y calificación de los argumentos restantes expresados por la parte actora, mismos que se encuentran dirigidos a descalificar la motivación de los elementos de individualización expuestos en el Considerando Tercero, numeral 6 de la resolución impugnada (Estudio de fondo de la imposición de la de(sic) medida de apremio – Calificación, imposición y aprobación de la medida de apremio), pues cualquiera que fuese su resultado no cambiaría el sentido del presente fallo, ni obtendría un mayor beneficio al ya alcanzado con la nulidad de dicha resolución en los términos expuestos, ya que como se dilucidó en párrafos precedentes, los manifestados elementos no sirvieron de motivación para la graduación de la multa en cuestión. Máxime, la autoridad al emitir una nueva resolución debidamente motivada en cuanto a la determinación de la medida de apremio que corresponda, deberá considerar nuevamente cada uno de los elementos previstos en el artículo 189 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
Encuentra sustento en el criterio establecido en la Jurisprudencia I.2°.A.J./23, por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, cuyo texto enseguida se transcribe:

“CONCEPTOS DE ANULACION. LA EXIGENCIA DE EXAMINARLOS EXHAUSTIVAMENTE DEBE PONDERARSE A LA LUZ DE CADA CONTROVERSIA EN PARTICULAR.- La exigencia de examinar exhaustivamente los conceptos de anulación en el procedimiento contencioso administrativo, debe ponderarse a la luz de cada controversia en particular, a fin de establecer el perjuicio real que a la actora puede ocasionar la falta de pronunciamiento sobre algún argumento, de manera tal que si por la naturaleza de la litis apareciera inocuo el examen de dicho argumento, pues cualquiera que fuera el resultado en nada afectaría la decisión del asunto, debe estimarse que la omisión no causa agravio y en cambio, obligar a la juzgadora a pronunciarse sobre el tema, sólo propiciaría la dilación de la justicia.”

Por lo expuesto y con fundamento en los artículos 249, 250, fracción II, 251, 252 y 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se RESUELVE:

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- La parte actora probó los extremos de su acción, en consecuencia;

TERCERO.- Se declara la NULIDAD de la resolución impugnada, consistente en la resolución de *********, precisada en el Resultando I., por los motivos expuestos en la parte considerativa del presente fallo; y PARA LOS EFECTOS señalados en la parte final del Considerando Sexto de esta resolución.
CUARTO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por oficio a la Autoridad Demandada, con copia autorizada de esta resolución.

ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.- CONSTE.

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
